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FECHA FINAL

NI RADICADO JUZGADO FECHA ACTUACIÓN ANOTACION

3134 11001600877620170006800 0017 26/02/2024 Fijaciòn en estado YESID CUSTODIO - GARCIA ULLOA* PROVIDENCIA DE FECHA *6/02/2024 * Auto del 06-02-2023 concede libertad condicional  //MARR - CSA//

3134 11001600877620170006800 0017 26/02/2024 Fijaciòn en estado
LUZ ALEXANDRA - SANTOS CORREA* PROVIDENCIA DE FECHA *9/02/2024 * Auto del 09-02-2024 Concede libertad condicional  con  pago de caucion y diligencia de 

compromiso //MARR - CSA//

3327 11001310700520080012100 0017 26/02/2024 Fijaciòn en estado
FREDY ALONSO - NOVA ANDRADE* PROVIDENCIA DE FECHA *2/02/2024 * Auto del 05-20-2024 Concede libertad condicional  con  pago de caucion y diligencia de 

compromiso //MARR - CSA//

7951 11001600002820190175800 0017 26/02/2024 Fijaciòn en estado JOHAN SEBASTIAN - CASALLAS MARIÑO* PROVIDENCIA DE FECHA *7/02/2024 * Auto del 07-02-2024 suspende la ejecucion de la pena  //MARR - CSA//

8640 11001600009820090014700 0017 26/02/2024 Fijaciòn en estado
GENNIE ALBERTO - MORENO VALENCIA* PROVIDENCIA DE FECHA *9/02/2024 * Auto del 09-02-2024 Concede redención por actividades laborales //MARR - CSA//

18041 44001600108020170002800 0017 26/02/2024 Fijaciòn en estado WILMER RAFAEL - MOVIL LOPERENA* PROVIDENCIA DE FECHA *5/02/2024 * Auto del 05-02-2024  niega libertad condicional  //MARR - CSA//

21186 11001650004220170406800 0017 26/02/2024 Fijaciòn en estado JOHN FREDY - OSPINA* PROVIDENCIA DE FECHA *8/02/2024 * Auto del 08-02-2024 concediendo redención //MARR - CSA//

23699 11001600001520190014500 0017 26/02/2024 Fijaciòn en estado
BRANDON STEVEN - RAVELO URIBE* PROVIDENCIA DE FECHA *5/02/2024 * Auto del 05-02-2024 niega libertad condicional y Concede redención por actividades laborales 

//MARR - CSA//

28035 11001600001520160169200 0017 26/02/2024 Fijaciòn en estado
MARIO ANDRES - MANCERA GALEANO* PROVIDENCIA DE FECHA *7/02/2024 * Auto del 07-02-2024 niega extincion por la prescripción de la pena //MARR - CSA//

33911 11001600000020160156600 0017 26/02/2024 Fijaciòn en estado
EDUARDO ALONSO - HENAO LOPEZ* PROVIDENCIA DE FECHA *14/02/2024 * Auto del 14-02-2024 niega extincion de la sancion penal  por prescripcion  //MARR - CSA//

35203 11001600072120130069500 0017 26/02/2024 Fijaciòn en estado JOSE MIGUEL - ROBAYO FERNANDEZ* PROVIDENCIA DE FECHA *7/02/2024 * Auto del 07-02-2024 niega libertad por pena cumplida  //MARR - CSA//

42717 11001600001720200477600 0017 26/02/2024 Fijaciòn en estado BRAYAN ALEXANDER - MEDINA CAMACHO* PROVIDENCIA DE FECHA *2/02/2024 * Auto del 02-02-2024 niega libertad por pena cumplida  //MARR - CSA//

42717 11001600001720200477600 0017 26/02/2024 Fijaciòn en estado
BRAYAN ALEXANDER - MEDINA CAMACHO* PROVIDENCIA DE FECHA *8/02/2024 * Auto del 08-02-2024 concede libertad por pena cumplida y redenciòn de pena  //MARR - 

CSA//

44942 11001600002320200112500 0017 26/02/2024 Fijaciòn en estado
JOSE ALEXANDER - DURAN OCHOA* PROVIDENCIA DE FECHA *8/02/2024 * Auto del 08-02-2024 Concede libertad condicional  con  pago de caucion y diligencia de 

compromiso //MARR - CSA//

45526 11001600001320190182700 0017 26/02/2024 Fijaciòn en estado
CAMILO ESNEIDER - PASTRANA SUAREZ* PROVIDENCIA DE FECHA *8/02/2024 * Auto del 08-02-2024 concede libertad por pena cumplida y extingue pena //MARR - CSA//

51304 73168310400120150008000 0017 26/02/2024 Fijaciòn en estado LIBARDO - CARDENAS* PROVIDENCIA DE FECHA *7/02/2024 * Auto del 07-02-2024 concede redención //MARR - CSA//

111616 11001400405820050040700 0017 26/02/2024 Fijaciòn en estado ARTURO - PULIDO CUADROS* PROVIDENCIA DE FECHA *15/02/2024 * Auto del 15-02-2024  extingue condena //MARR - CSA//

120130 11001600001920180245600 0017 26/02/2024 Fijaciòn en estado JUAN SEBASTIAN - MENDOZA LOPEZ* PROVIDENCIA DE FECHA *8/02/2024 * Auto 08-02-2024 concede libertad por pena cumplida //MARR - CSA//

122680 11001600002820060344000 0017 26/02/2024 Fijaciòn en estado GERARDO - GORDILLO MACHADO* PROVIDENCIA DE FECHA *15/02/2024 * Auto del 15-02-2024 extingue condena //MARR - CSA//
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Condenado

Identificación

Delito

J-£y
Reclusión

: 110.01-60-08-776-2017-00068-00 NI 3134

: IYESID CUSTODIO GARCIA ULLOA
1 79.560,060

1 CONCIERTO PARA DELINQUIR - TRÁFICO DE
ESTUPEFACIENTES

T L. 906 72004
"T "CARCEL Y PENITENCIAD DE MEDIA SEGURIDAD

REPUBLICA DE COLOMBIA

JUZGADO DIECISIETE DE EJECUCIÓN DE PENAS Y
MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTÁ D.C.

Calle 11 No. 9a - 24 Teléfono {]) 2864088
Edificio Kavsser

Bogotá, D. C,, seis (6) de; febrero de dos mil veintitrés

1.- ASUNTO A DECIDIR

Procede el Despacho a emitir decisión frente al estudio de LIBERTAD

CONDICIONAL frente al sentenciado YESID CUSTODIA GARCÍA ULLOA, cu
atención a la documentación allegada por la reclusión.

2.- SITUACIÓN FÁCTICA

En sentencia del 01 de diciembre de 2021, el Juzgado 08° Penal del Circuito

Especializado de Bogotá condenó al señor YESID CUSTODIO GARCÍA ULLOA
a la pena principal de 50 meses de prisión, luego de ser hallada penalmente
responsable del delito de TR,/\FICO. FABRICACIÓN O PORTE DE
ESTUPEFACIENTES - CONCIERTO PARA DELINQUIR CON FINES DE

NARCOTRÁFICO y la accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos
y fvinciones pi'iblicas por el mismo término de la pena principal, negándole el
subrogado pena! de suspensión condicional de la pena y de la prisión
domiciliaria. Fallo confirmado en su integridíid por el H, Triburial Superior
de Bogotá en decisión del 24 de enero de 2022,

El señor GARCÍA ULLOA se encuentra privado de libertad por estas
diligencias desde el 29 de octubre de 2020,

3. - CONSIDERACIONES DEL DESPACHO

En primer término, dado que la comisión de reato se di<') con posterioridad al
I^ de enero de 2005, el subrogado de la libertad condicionaJ se efectuará bajo
la égida de la Ley 906 de 2004, según se definió en los artículos 5° transitorio
del Acto Legislativo 03 de 2002 y 530 de la citstda normativa, en concordancia
con el articulo 30 de la Ley 1709 de 2014, que modificó el articulo 64 de la
Ley 599 de 2000, última, norma que al tenor consagra:

"Artículo 64: Libertad condicional El juez, previa valoración de la

conducta punible, concederá la libertad condiciona! o la persona
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condenada a pena privativo de la libertad cuando haya cumplido con las
siguientes requisitos:

1. Que la persona haya cumplido las tres quintas (3/5) partes de la
pena.

2. Que su adecuado desempeño y comportamiento durante el
tratamiento penitenciario en el centro de reclusión permita suponer
fundadamente que no existe necesidad de continuar con !a ejecución de
la pena.

3. Que demuestre arraigo familiar y social. Corresponde al juez
competente para conceder la libertad condicional establecer, con todos
los elementos de pmeba allegados a la actuación, la existencia o
inexistencia del arraigo.

En todo caso su concesión estará supeditada a la reparación a. la victima
o al aseguramiento del pago de la iridemnb-.CLCÍón mediante garantía
personal, real, bancaria o acuerda de pago, salvo que se demuestre
insolvencia del condenado.

El tiempo que falte para el cumplimiento de la pena se tendrá como
período de pnieba. Cuand.o este sea inferior a tres años, el juez podrá
aumentarlo hasta en otro tanto igual, de considerarlo necesario."

En concordancia se tiene ci artículo 471 de la Ley 906 de 2004 qvie establece:

Artículo 471. Solicitud: El condenado que se hallare en las circunstancias
previstas en el Código Penal podrásolicitar al juez de ejecución de penas
y medidas de seguridad la libertad condicional, acompañando la
resoluciórifavorable del consejo de disciplina, o en su defecto del director
del respectivo establecimiento carcelario, cupia de la cartilla biográfica y
los demás documentos que prueben las requisitos exigidos en el Código
Penal, los que deberán ser entregados a más tardar dentro de los tres
(3) días siguientes.

Si se ha impuesto pena accesoria de multa, su pago es requisito
imprescindible para poder otorgar la libsriad condicional."

Del anterior niarco normativo, se infieren como presupuestos para la libertad
condicional los siguientes;

(i) Que a la solicitud se alleguen, resolución favorable del consejo de
disciplina del penal, copia de la cartilla biográfica y demás documentos
relevantes de conformidad con lo expuesto en el articulo 471 de la Ley
906 de 2004;

(ii) Que el penado haya purgado las tres quintas (3/ 5) partes de la pena
impuesta, para lo cual, deberá computarse el tiempo descontado
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físicamente y el redimido en actividades de trabajo, estudio y/o
ensenanza;

(iii) Que se haya repai'ado a la victima por los perjuicios ocasionados
con !a conducta punible o se asegure el pago de la indemnización
mediante garantía personal, real, bancaria o acuerdo de pago, salvo
que se demuestre la insolvencia económica del condenado.

(iv) Que se encuentre demostrado el arraigo familiar y social del

penado;

(v) Que el comportamiento mostrado por el penado durante el
tratamiento penitenciario, así como la valoración efectuada a la
conducta punible por la que se impuso sanción, permitan suponer

fundadamente que no es menester seguir adelante con la ejecución de

la pena;

Eii aras de establecer la procedencia o no del sustituto de la libertad
condicional en el presente caso, procederá este ejeculor de la pena a la

verificación de las exigencias legales antes indicadas, asi pues, se tiene:

(ij Frente al primero de los requisitos, se advierte cumplido el mismo como
quiera que mediante correo electrónico del 10 de enero de 2024, la Cárcel y
Penitenciaria de Media Seguridad de Bogotá allegó la ResoKición Favorable
para Libertad Condicional No, 4663 del 21 de diciembre de 2023 emitida por
el Consejo de Disciplina del establccinüento, en la cual CONCEPTUA
FAVORABLEMENTE con relación a la concesión del mecanismo de libertad

condicional respecto del señor YESID CUSTODIO GARCIA ULLOA.

Obra además en el plenario la cartilla biográfica d€'l condenado, asi como los
certificados de conducta emitidos por el establecimiento carcelario, los que
dan cuenta de si3 comportamiento durante su reclusión por cuenta de este
proceso.

(ii) En lo que corresponde al cumplimiento del requisito objetivo, se tiene que
dada la pena impuesta - 50 meses de prisión las 3/5 partes de la sanción
penal corresponden a 30 meses de j^risión. De la revisión del plenano se tiene
que el sentenciado se encuentra privado de su libertad desde 29 de octubre
de 2020 a la fecha acumulando un total de 1.196 dias o lo que es igual a 39

meses y 26 dias. contando con un reconocimiento de redención de 5 meses y
3,5 dias', acreditando el cumplimiento de 44 meses, 29,5 días de prisión,
superando el requisito objetivo fijado por el legislador.

(üi) En lo referente al arraigo familiar y social del condenado, es oportuno
recordar que tal exigencia del legislador supone la existencia de vínculos del
sentenciado con el lugar en el que reside, lo que se acredita con distintos
elementos de juicio, entre otros, tener una residencia fija y estable, vivir en
ella junto con la familia y estai- presto a atender los requerimientos de las

' Véase auto del 05 de julio dú 2023-
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autoridades, desarrollar un trabajo o actividad, asi como la posesión de
bienes.

Reposa en el plenario. documentos allegados por parte del señor GARCÍA
ULLOA, en donde fija como domicilio la CALLE 40® SUR NO. 21 - 10, en el
mismo sentido reposa visita por parte del área de asistencia social realizada
al inmueble, en donde la señora Maria Helena manifiesta ser la pareja
sentimental del penado y estar dispuesta a colaborar con el proceso de
resocialización del penado.

En conseciaencia, se tendrá por cumplido dicho requisito. .

(iv) En lo que refiere a los perjuicios, dada la naturaleza de los delitos por los
cuales fue sancionado, no obra condena en tal sentido.

(v) Frente a la última de las exigencias, es decir la valoración previa de la
conducta punible, n^cnester indicarque ella en esta fase de ejecución de la
pena, se enmarca al ámbito de necesidad o no de la ejecución de la pena para
así emitir un diagnóstico en el que el protagonista será la sociedad
(comunidad), quien debe soportar el riesgo. Sobre este tópico conviene indicar
que, mediante decisión del 2 de marico de 2005, la Curte Constitucional
determinó los parámetros sobre los cuales ha de establecerse el estudio del
Juez de Ejecución de Penas al momento de pronunciarse respecto a la libertad
condicional- Asi esa alta corporación indicó:

"En este punto la Corte considera necesario precisar qve, en efecto, el Juez de
Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad ejerce unafunción valorativa que
fesulta determinante paro, el acto de concesión del subrogado penal Para la
Corte, la función que ejercen losjueces de ejecución no es mecánico ni sujeto a
parámetros niatemádcos- Ésta involucra la potestad de levantar unjuicio sobre
la procedenciade la libertadcondicional que ciertamente exige la aplicación del
criterio del funcionario judicial,

Sin embargo, no por ello puede afirmarse que dicha ¡'alaración recae sobre los
mismos elementos que ae uen involucrados en eljuicio penal propiamente dichó.
Tat como quedó expuesto, la valoración en la etapa posterior a la condena se
somete enteramente a los parámetros de la providencia condenatona y tiene en
cuenta elementos distintos, como son el comportamiento del rea en prisión y la
necesidad de caníinuar con el tratamiento penitenciario. Tal valoración /k>

vuelve a poner en entredicho la responsabilidad penal sino la necef;idad de
continuar con el trotamicnto penitenciado. Ylaprueba está, como lo dice la Corte
Supremade Justicia, en que la d.ecisión judicialque deniega el subrogado penal
no aumenta ni reduce el quantum de la pena, sino que se limita a señalar que
la misma debe cumplirse en su totalidad.

Bn síntesis, la Corte considera que la providencia por ta cvmI se niega, o se
concede el bencficio de la libertad condicional i) debe estar suficientemente
motivada. ü¡ los moti.vos aducidos deben haberse demostrada, y íii} la
motivación justificativa de la decisión debe cumplir con el requisito de
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del condenado.

Por su parte, la Corte Constitucional, en sentencia C-757 de 2014 M.P. Gloria

Stella Ortiz Delgado, frente :ll análisis que debe efectuar el Juez de Ejecución
de Penas de la gravedad de la coiiducta indicó:

"'En segundo lugar, el texto anterior contenia la expresión "de la gravedad", la
cual circunscríbia el análisis que debían realizar los jueces de ejecución dé
penas a una valoración de la.gravedad d.e la conducta punible. En la Sentencia
C-194 de 2005 la Corte declaró la exequibilidod condicionada de dicha

expresión. Bsta Corporación determinó que el deber d.e renli2:ar este análisis se
ajusta a la Constitución "en el entendido de qiie dicha valoración deberá
atenerse a los térmijios en que fue cualuadn lo gravedad de la conducto en la
sentencia cond.cnaíona por parte del juez de la causa." Entre tanto, en el

tró.nsito legislativo, el Congreso no sólo no incluyó el condicionomiento hecho por
la Corte en Ja Sentencia C-194 de 2005 en el nuevo texto, sino que

adicionalm.ente excluyó la expresión •''de la gravedad'. Por lo tanto, resulta
razonable interpretar la nueva redacción como una ampliación del á.inhita de ¡o
valoración que le corresponde llevar a cabo al juez de ejecución de penas. Según
dicha interpretación ya no le corresporuieria a. éste sólo valorar la gravedad de
la conducta punible, sino que le concerniría valorar todos los demás elementos,
aspectos y dimensiones de dicha conducta.

Por lo tanto, la Corte debe concluir que en el tránsito normativo del articulo 64
del Código Penal sí ha habido modific.acinnes semánticas con impactos
noiT'ioíH.'O.s. Por un lado, la nueva redacción le impone el deber alJuez de otorgar

lo libertad condicional una vez verifique el cum.plimiento de los requisitos,
cuando antes le permitía no otorgarlos. Por otra parte, la nueva disposición
amplía el objeto de la valoración que debe llevar a cabo el juez de
ejecución de penas más allá del análisis de la gravedad de la conducta
punible, extendiéndola a todos los aspectos relacionados con la misma.

En consecuencia, a.l existir dijerencias semánticas entre ¡a disposición objeta de

análisis en la sentencia C-194 de 2005 y la que se acusa en esta ocasión es
necesario concluir que no opera la cosa Juzgada malerial sobre la expresión
"previa valoración de la conducto punible" demandado en esta ocasión, y en tal
virtud, la Corte d.ebe pwfcrir un pronunciamiento de fondo." ¡Negrilla fuera de
texto)

Asi las cosas, para la valoración de la conducta punible, es obligación del Juez
ejecutor de ta pena valorar la gravedad de la conducta, sopesándolos con el
comportamiento bajo el proceso penitenciario, para asi establecer la no
necesidad del cumplimiento de la pena de manera intramural, permitiéndole
ejecutar el restante de la sanción [periodo de prueba) bajo el cumplimiento de
algunas obligaciones en donde demostrará, que el tratamiento de reinserción
social efectuado en el Centro de Reclusión ha surtido efectos, y por ¡o tanto,

no se va a constituir en una fuente de riesgo criminal al momento de su
libertad; o 2) que no se ha cumplido con las funciones otorgadas a la pena,
(reinserción social, retribución justa, prevención general y especial), y por lo

' Sentencia C - 194 de 2005 - M.P. Marco Gerarfla Monroy Cehra
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tanto es necesario que el condenado continué dentro de un programa de
tratamiento penitenciario de nianera formal.-'

Descendiendo al cííso en estudio, debe recordarse los hechos que dieron
origen a la presente actuación; lOs que fueron relacionados por el fallador asi:

"En septiembre de 2019 la Fiscalía General de La Nación Uwo conocimiento de
la. existencia de una estructura criminal organiy.ada denominada "la segunda",
posteriorm.entc conocida como "la tercera", dedicada al aimacenamlento,
distribucián y comercialización de sustancias estupefacientes en los barrios.
Guacamayas, Malvinas, San Martín y la Glori.a de ki localidad de San Cristóbal
Sur.

Los procesados fueron identificados como miembros de esta organización al
margen de la h-y, en la que cada uno desempeñaba ¡os siguientes roles: í...)

Yesid Custodio García ülloa era tí! eyicargado de atraer consximidores para
la comercicUzaciím de sustancias estupefacicmUis al menudeo. E-xpendi'a el
alccdoide en el sccioy conocido como "el quemadero", generalmente se ubicaba
en lasidrededares déla C-cdle 40°Sur#2i-04 del Barrio Malvinas de la loca.l.idad
de San Cristóbal, con la fna.Udad de ejercer su rol como "campanero" afín de
alertar a los Jemas expendedores sobre la presencia de la policía para que
pudieran emprender la huida.

Para esta oficina judicial no cabe duda que el sentenciado pertenecía a una
organización criminal encargada de ejecutar actividades relacionadas al
tráílco de estupefacientes: quienes al encargarse de !a comercialización de
estupefaciente, lesionaron el bien juridico tutelado de la salud pública,
generando graves consecuencias, no sólo para la integridad,del individuo que
las consume, sino para aquella en general, situación que no está de más
recordar, es reconocida como uua de las mayores problemáticas a enfrentar
por la gran mayoria de paises y que ha afectado severamente la paz y
tranquilidad de los colombianos, pues además, afecta otros bienes juridicos
como la seguridad pública y el orden económico y social.

Se tiene entonces que la organización criminal además de contar con
características propias de una verdadera empresa como son la estabilidad y
permanencia, su fin principal era la cumisión de delitos graves, en aras del
control del poder económico y social lucrándose de la comercialización de
alcaloides y que sin duda genera el movimiento de sumas incalculables,
actividades que coiTtribuyen de manera certera en la descomposición social.

Sobre este asunto en particular, en Sentencia C-334 de 2013, M.P, la Corte
Constitucional trajo a colación el concepto de delincuencia organizada
contemplada en la Convención de las Naciones Unidas, en donde expuso:

"Por el contraria. aUneadas contra esas fuem-as constructivas, ca.da vez en
mayor número y con armas más potentes, se encuentran las fuery.as de lo que
denotni/}.ó la "sociedad incivil". Se trata de terroristos, criminales, traficantes de

drogas, tratantes de personas y otros grupos que desbaratan las buenas obras
de la sociedad civiL Sacan ventaja de las fronteras abiertas, de los mercadas

^ Sentencia C - 194 de 2005 - M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra
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libres y de los auancas tecnológicos que tantos beneficios acarrean a la
humanidad. Esos grupos prosperan en los países con instilmiones débiles y no
tienen escrúpulos an recurrir o la intimidación o a. la violencia. Su crueldad es
la uérdadera antitesis de lo que consideramos civil. Son poderosos y
representan intereses arraigados y el peso de una empresa mundial de miles
de millones de dólares; pero no son invencibles".

No obstante lo anterior, el análisis de la gravedad de la conducta no es el
único presupuesto a ser verificado para el subrogado en estudio, es por ello
que se torna en obligación que el funcionario ejecutor analice la forma y
condiciones del tratamiento penitenciario dd privado de la libertad, mismo
que comporta la verificación en cada cíiso particular, del cabal cumplimiento
de las funciones y fines de la pena durante la fase de ejecución, de acuerdo
con lo preceptuado en los artículos 9" de! Código Penitenciario y Carcelario y
4° de la Ley 599 que prevén:

"Articulo 9': La pena tiene función protectora y preventiva, pero su fin
fundamental es lo rcsoctalización. Las medidas de segundad persiguenfines
decuraci.ón. tutela y rehabilitación."

"Articulo 4": La pena cumplirá las funciones de prevención general,
retribución justa, prevención especial, reinserción Hocial y protección al
condenado,.

La prevención especia] y la reinserción social operan en el momento de la
ejecución de la pena de prisión." (Se destaca]

Ha de tenerse en cuenta ademas los fines del tratamiento penitenciario que
al tenor del articulo 10 del Código Penitenciario y Carcelario-^ se tradxice en la
verdadera resocialización o reinserción social del sentcnciado.

Sobre este tópico es necesario traer a colacion la reciente decisión de la Sala
de Casación de la Corte Suprema de Justicia, AP2977-2022 del 12 de jvilio de
2022, M.P. Fernando León Bolaños Palacios, en cuyos apartes indicó:

"Asi las cosas, bienpuedc afirmarse que, lafinalidad de la j3rei;isión contenida,
en el a.rticulo 64 del Código Penal consus respectivas modificaciones, no es otra,
que relevar al condenado del cumplimiento de una porción de la pena que le
hubiere sido impuesta, cuando el concreto examen del tiempo que ha
permanecido privado de la libertad, de sus caracreri-slícas individuales y la
comprobación objetiva de su comportamiento en prisión o en su residencia,
permiten concluir queen su caso resulta innecesario continuar con ta. ejecución
de la sanción"

Esta Sala,en la sentenciade tutela STPl 58062019. Radicado 68360q,se refirió a los
fines que debe perseguir la pena; de la siguiente manera:

(...) lapena no ha sido pensada únicamente paru bgrar que la sociedad y la
víctima castiguen a! condenado y que con ello vean sus derechos restituidos,

^ Artículo 10; El tratamiento penitenciario tiene la finalidad de alcanzar lo resocialización del infractor
de ta ley penal, mediante el examen de su personafidad v a través de la disciplina, el trabajo, el
estudio, a la formación espiritual, !a cultura, el deporte le recreación, bajo un espíritu riumano y
solidario.
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sino que responde a. la finalidad constitucional de la resociaiización como
garantía de la dignidad humana.

í-)

Así, se tiene que: i) en lafase previa a la comisión de! delito prima la intimidaciáh
de la norma, es decir ¡a motivación al ciudadano, mediante la amenaza de la
ley, para que se abstenga de desplegar conductas que pongan en riesgo bienes
Jurídicos protegidas por e¡ Derecho Penal; iil en lafase de imposición y medición
judicial debe tenerse en cuenta la culpabilidad y ¡os derechos del inculpado, sin
olvidar que sirve a la confirmación de la seriedad de ío. amenaza penal y a la
intimidación individual: y iii) en la. fase de ejecución de la pena, ésta debe
guiarse por las ideas de resocialií'.ación y reinserción sociales.

Con fundamento en ello, la misma corporación concluyó que;

i)No puede tenerse como razón suficiente para negar la libertad condicional la
alusión a la lesiuidad de la. conducta punible frente a los bienes jurídicos
protegidos por el Derecho Penal ¡...j ii¡ La alusión al bien Jurídico afectado es
solo una de las fa.cctas de la conducta punible, corno también lo son las
circunstancias de mayar y de menor punibilidad, los agravantes y los
atenuantes, entre otras. Por la que el Juez de ejecución de penas debe valorar,
por igual, todas y cada una de éstas; iü-l Contemplada la conducta punible en
su integridad, según lo declarado por el Jue-/. que profiere la sentencia
condenatoria, éste es solo uno de los disti'itos factores que debe tener p'I cuenta
el juez de ejecución de penas.

Lq anterior, estü indix:ando que el solo anáfisis de la modalidad o grcn/edad de
la conducía punible no puede tenerse como motivación suficiente para negar la
concesión del subrogado penal, como pareció entenderlo el A quo, a.l asegurar

que mo se puede pregonar la procedencia del loeneficio denominado Libertad
CondicionaL pues ese pronóstico sigue siéndole desfavorable, en atención a la
valoración de la conducta, circunstancia que no cambiará. I-..) su
comportamiento delictivo nai:iógrave y nopierde sus características con ocasión
del proceso de resocialización y rehabilitación dentro del tra.tamientó
penitcnciario"-

Por ef contrario, se ha de entender que tal examen debe afrontarse de cara a la
necesidad de cumplir una sanción ya impuesta, por lo que no se trata de un
mero y aislado examen de la gravedad de la conducta, sino de un eshidio de la
personalidad actual y los antecedentes de todo orden del sentenciado, para de
esta forma evaluar su proceso de readaptaciún social: por lo que en la
apreciación de estos factores debe conjugarse el "impacto social que genera la
comisión dél delito bajo la égida de los fines de la pena, los cuales, para estos
efectos, san complementarios, na excluyenteS".

En el mismo sentido, está la providencia AP 3348/2022 del 27 de Julio de
2022 M.P. Fabio Ospitia Garzón, proferida por la Sala de Casación Penal de
!a Corte Suprema de Justicia, de cual surge pertinente extraer los siguientes
argumentos en lo que tocan al caso sub judice:

"El análisis que adtjlanla el juez de ejecución de penas a la hora de resolver
una solicitud ele libertad condicional apunta a una finalidad especifica;

establecer la necesidad de continuar el tratamiento penitenciario, a partir del
compoi-tamiento carcelario del condenado.
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Iva Corte ha de reiterar que cuando el legislador penal de 2014 inodüicó
ia exigenci;a de valoración de la j^ravedod de la condticta ptmiblo por la
valoración de la conducta, acentuó el fin resocializador de la pena, que en
esencia apunta a que el reo tenga la posibilidad cierta de recuperar su libertad
y reintegrarse al tejido social antes del cvimplimiento total de la sanción.

En suma, no es el cammu interpretativo correcto, asociar que la sola gravedad
dfc la conducta es suficiente para negare! subrogado de la libertad condicional.
Ello seria tanto como asimilar la pena a un oprobioso castigo, ofensa o
expiación o dorarla de un sentido de retaliación social que, en coniravia del
respeto por la dignidad humana, cosifiea al individuo que purga sus faltas y
con deaprecio amala sus derechos fundiimcntaies.

Baja tales presupuestos se colige sin hesitación alguna, que al momento de
analizar el subrogado de la libertad condicional debe tenerse en cuenta las
condiciones y circunstancias qvie han rodeado el tratamiento penitenciario
dd reo, para asi establecer si ha alcan/^ado el fin resocializador que lleva
implícita la pena, para determinar si está o no preparado para la vida en
libertad, siendo respetuoso de las normas que rigen la convivencia y el orden
social.

La pena tiene una finalidad constitucional relevante en materia de
resocialización del condenado, por lo cjue el sistema carcelario y penitenciario
tiene la obligación de alcanzar este objetivo; por su parte, los sustitutos y
subrogados penales son beneficios que aportan al proceso de resocialización
del interno, pues les permite la aplicación de; penas alternativas o sustitutivaa
a la prisión y, además, humanizan el proceso de ejecución de la condena.

En lo que corresponde al sentenciado YESID CUSTODIO GARCIA ULLOA se
reporta privado de su libertad desde el 29 de octubre de 2020, obteniendo
calificación de conducta en grado de Buena, siendo favorecido con la
Resolución Favorable para Libertad Condicional No. 4663 del 21 de dic-iembrc
de 2023; de igual forma en el plenario se evidencia actividades de redención
adelantadas por el penado durante su tiempo de reclusión, desde el mes do
abril de 2021 hasta la fecha. Por otro lado, el penado a !a fecha acredita un
cumplimiento de la pena en proporción del 90% .

Insiste esta oficina judicial en recordar que el tratamiento penitenciario
tiene la finalidad de alcanzar la resocialización del infractor de la ley penal,
mediante el examen de su personalidad y a u'avés de la disciplina, el
trabajo, el esludio, al respecto, se otea que la sentenciada ha cumplido de
manera adecuada con e) proceso penitenciario.

En ese orden de ideas, concluye el despacho que a la fecha el sentenciado
YESID CUSTODIO GARCIA ULLOA ha dado muestra de readaptación, toda
vez cjuc ha demostrado su intención y cíipacidad para acatar las normas
penales e intensión de resocialización, como muestra de ello se tiene las
actividades de redención adelantadas, la calificación de conducta, asi
como el concepto favorable remitido por la reclusión.
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Asi las cosas, frente al panorama anteriormente señalado, considera et
Juzgado qvie luiy Uis garantías suficienles como para conceder a favor de
YESID CUSTODIO GARCIA ULLOA el sustituto de la libertad condicional,
fijándose como periodo de prueba un lapso de 5 meses y 0,5 días que
es el tiempo que le falta para el cumplimiento de la pena, tiempo durante
el cual deberá dar estricto cumplimiento a las obligaciones previstas en el
articulo 65 del C.P., estas son;

1.- Observar buena conducta,

2.- Informar todo cambio de residencia,
3.- Comparecer ante lá autoridad judicial cada vez que sea requerido
4." No salir del País previa autorización del funcionario encai-ga.do
de ejecutar la pena.

Obligaciones a las que se entenderá comprometido con el acto de
enteramiento o notificación de esta decisión.

En el ámbito de fijación de la caución para garaiitizar las obligaciones
antes reseñadas, esta oficina judicial no puede obviar la gravedad de la
conducta por las cuales fue condenado y la necesidad que el penado haga
un sacrificio económico relevante que lo conmine al cumplimiento de las
obligaciones inherentes ai subrogado que se le concede, razón por la que
se trae a colación la sentencia C - 316 de abril 30 de 2.002, donde se
puntualizó en torno a ia caución:

"... dicho monto pretende crear un vínculo económico mínimo entre el
procesado y la admini&tración de justicia que le haga temer al primero que
perderá tal suma si decide evadirse del imperio de la justicia. Desde este
punto de vista, la finalidad, de la norma, se ajusta a los planes de la Carta
Política porque pretende asegurar el cumplimiento de un deber
cunstitucionalmenie reconocido, cual es el que tiene todo ciudadano de
colaborar con la buena administración de justicia (Art. 95-7, C.P.).

"...no cualquier suma de dinero resullaríu idónea para garantizar la
comparecencia a! proceso del sindica.do: sólo aquellas que. impuestas de
conj'ormidad con la capacidad de pago del procesado, imylipuen un
sacrificio económico relevante.

"...En esa medida, como no existe, a. partir de esta providencia,, monto
mínimo al que deba atenen^e elfuncionari.o judicial para imponer la caución
prendaria, éste podrá, consultando la capacidad económica del procesado,
imponer una caución por un monto menor, llegando incluso hasta prescindir
de la caución si la capacidad del pago del inculpado es a tul extrerno
preca.ria.. (M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra ) -
La negrilla y subraya fuera de texto.

Asi las cosas, 31 cumplimiento de las anteriores obligaciones será
garantizado con la constitución de caución prendaria (titulo iudicialt eri
cuantía de CUATROSCIENTOS MIL PESOS ($400.000} que deberá ser
consignada en la Oficina de Depósitos Judiciíiles del Banco Agrario -
Cuenta No. 1 10012037017 a órdenes de este Juzgado-

Desde ahora se previene a el beneficiado que. en caso de incumplimiento,
injustificado a las obligaciones mencionadas, le será revocado el sustituto
que hoy se le concede previo los trámites de ley.
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SIGCMA

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECISIETE DE EJECUCION DE
PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTÁ, D.C.

RESUELVE

PRIMERO. - CONCEDER al sentenciado YESID CUSTODIO GARCIAULLOA

icicntificadn con la Cédula de Ciudadanía No. 7y.5bU.üf50 el subrogado de la
LIBERTAD CONDICIONAL conforme lo indicado en el cuerpo de esta
determinación.

SEGUNDO.- Constituida la correspondiente caución (titulo iudiciaU,
LÍBRESE boleta de libertad para ante el Centro de Reclusión que vigila la
penal al sentenciado.

TERCERO.- REMÍTASE copia de esta determinación a la reclusión para
que obre en la hoja de vida del penado.

Contra la presente proceden los recursos ordinarios de ley.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

I lor i-i>" iw-'"/6-20 7-noii'Sn.o;> u¡ a i 06-n:;-c?fi.n int

Centro de Servicios Admuifstrativos Juzgados cié EFRAÍN i ULUAGA BOTERO
Ejecución de Penas y Medidas de Segundad JUEZ

Enlafecha Nofi'^inüp tmi Estado No. GAGQ

2 6 FEB 202'j

La anterior pi>..«

E! Secretario.

X 06- o2-



RV: ENVfO AUTO DEL 06/02/2024 PARA NOTIFICAR M1NISTER40 PUBLICO NI 3134

Aífredo'Vasquez Macias <alv3squez,@procufaduria.gov.co>
^'^,1^6.'02/20^4 2'10PM

Para:Claudia Milena Rtectado Morales <cp'eciam(2icendoj.ramajudiciaLgov.eo>

1 archivos í!cl;üntQS (336 KBj

Atentamente me permito acusífr recibo de la ríotificación emfiada.

Cordiaimente,

Alfredo Vásquez Macías
Procurador Judicial 11

Procuraduría 314 Judicial II para el Ministerio
Público en Asuntos Penales - Bogotá D.C.
alvasquez@.procuradur¡a.gov.co
PBX: +57 601 587-87 50, Ext IP; 15005,
Linea Gratuita Nacional: 01 8000 940 808

Cra. 5®. # 15 - 80. Bogotá D.C.. Cód. postal 110321

De: Claudia Milena Preciado Morales <cpreciam@cendoj.ramajudfctaf.gov.co>

Enviado: martes, 6 de febrero de 2024 11:40

Para: Alfredo Vasquez Macias <alvasqije2íS)procuraduria,gov.co>

Asunto: ENVIO AUTO DEL 06/02/2024 PARA NOTIFICAR MINISTERIO PUBtICO NI 3134

Cordial saludo envío auto para notificar ministerio público, ni j¡34.

'Ooof

CLAUDÍA MILENA

Esa ibinnlc

Sct.renii i<i \o.- (j:!

ifCJADQMQ

¡uzaados de Ejecución de Penas y Medidm de Seguridad. .olombia
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Identificacióh

DeBio

11001-60-08-776-2017-00068-00 NI. 3134

LUZ ALEXANDRA SANTOS CORREA

1.007.647.793

CONCIERTO PARA DELINQUIR.

ESrUPEF.ACIENTES

T.906-2004 - RMBOGOTA

TRAFICO DE

REPÚBLICA DE COLOMBIA
JUZGADO DreCISlETE DE EJECUCIÓN DE PENAS Y

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTÁ D.C.
Calle 11 No. 9a - 24 Teléfono {1) 2864088

Edificio Kaysser

Bogotá, D.C.,nueve (9) de febrero de dos mil veinticuatro (2024).

1.- ASUNTO A DECIDIR

Procede esta oficina judicial a emitir decisión frente a la LIBERTAD CONDICIONAL
respecto del LUZ ALEXANDRA SANTOS CORREA conforme con la documentación

remitida por la reclusión.

2.-DE LA SENTENCIA

En semencia del 1° ^ diciembre de 2021. el Juzgado 8° Penal dei Circuito
Especializado de Bogotá,.impuso a la señora LUZ ALEXANDRA SANTOS CORREA

y ofros, la pena de 50 meses de prisión y multa de 1.351 smmiv y la accesona de
inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas, luego do ser hallado
penalmente responsable de los delitos de Concierto para Delinquir con Fines de
Narcotráfico y Tráfico, Fabj-icación o Porte de Estupefacientes, no siendo favorecido
con sustituto alguno por los que se reporta privada de su libertad desde el 29 de
octubre de 2020

3.- CONSIDERACIONES DEL DESPACHO

En primer término, dado que ia comisión de reato se dio con posterioridad al 1" de

enero de 2005, el sustituto de la libertad condicional se efectuará bajo la égida de la
Ley 906 de 2004, según se definió en los artículos 5° transitorio del Acto Legislativo
03 de 2002 y 530 de ta citada normativa, en concordancia con el articulo 30 de la Ley
1709 de 2014, que modificó el artículo 64 de la Ley 599 de 2000. "última, norma que
al tenor consagra:

"Articulo 64: Libertad condicional. El Juez, previa valoración de la co/7d£ícfa punible,
concederé la libertad condicional a la persona condenada a pena privativa de la

libertad cuando haya cumplido con los siguientes requisitos:

1. Que la persona haya cumplido las tres quintas (3/5) paites de la pena.

'¿. Que su adecuado desempeño y comportamiento dtjrante el ír-aiamiento

penitenciario en el centro dé reclusión permita suponer fundadamente que no existe
necesidad de continuar con la ejecución de la pena.
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•i. Qm demuestre arraigo familiar y social.

Corresponde al juez competente para concederla libertad condicional establecer, con
ínttes los elementos de prueba allegados a la actuación, la existencia o inexistencia
• • arraigo.

En todo caso su concesión estará supeditada a la reparación a la victima o al
egursmiento del pago de la indemnización mediatiíe garantía personal, real,
icaria o acuerdo ríe pago, salvo que se demuestre Insolvencia del condenado.

'lempo que falte para el cumplimiento de la pena se tendrá como período de prueba,

i^uando este sea inferior a tres años, el juez podrá aumer^dq hasta en otro tanto
igual, de considerarlo necesario." • •

En concordancia se tiene ei articulo 471 de la Ley 906 de 2Ó(M que establece:

'Articulo 471. Solicitud: El condenado ^ue se hallare en las circunstancias previstas
&n @1 Código Penal podrá solicitar a! juez de ejecución de penas y medidas de

seguridad la libertad condicional, acompañando la resolución favorable del consejo
disciplina, o en su defecto de! director del respectivo establecimiento carcelario,

r-xpia de la cartilla biográfica y los demás documentos que prueben los requisitos
exigidos en el Código Penal, los que deberán ser entregados a más tardar dentro de
/i.is fres (3) días siguientes.

se ha impuesto pena accesoria de multa, su pago es requisito imprescindible para

, \,der otorgar la libertad condicional."

anterior marco normativo, se infieren como presupuestos para ía libertad
idicional los sigMiewes.

(il Que a ta solicitud se alleguet). resolución favorable del consejo de

disciplina del penal, copia de la cartilla biográfica y demás
documeníos relevantes de conformidad, con h expuesto en el
artículo 471 de la Ley 906 de 2004;

(il) Que el penado haya purgado las tres quintes (3/5) partes de la
pena impuesta, para lo cual, deberá computarse el tiempo

descontado físicamente y el redimido en actividades de trabajo,
estudio y/o enseñanza:

(iii) Que se haya reparada a la victima por los perjuicios ocasionados
con la conducta punible o se asegure el pago de la indemnización

mediante garantía personal, real, bancarla o acuerdo de pago,
salvo que se demuestre la Insolvencia económica del condenado.

(i\r) Que se encuentre demostrado el arraigo familiar y social del
penado:

(v) Que el comportamiento mostrado por el pensdo darsnte el
tmtamiento penitenciarlo, asi como la valoración efectuada a la
conducta pi/riible por la que se impuso sanción, permitan suponer
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fundadainen(e que no es menester seguir aúeianíe con la
ejecución de la pena:

En aras de estatrtecer la procedencia o no del sustituto de ta libertad condicional en
el presente caso, procederá este ejecutor de ia pena ala verificación de ¡as exigencias
legales atstes indicadas, asi pues se tiene:

{i) Frente ai prirnero de los requisitos, se advierte cumplido el mismo como quiera
que niediante correo electrónico la Reclusión de Mujeres de Bogotá allegó la
Resolución Favorable para Libertad Condicional No. 0165 del 1" de febrero de 2024
emitida por el Consejo de Disciplina en la cual CONCEPTÚA FAVORABLEMENTE
con relación a la concesión del mecanismo de libertad condteional respecto de la
señora LUZ ALEXANDRA SANTOS CORREA.

Obra además en el plenario ia cartilla biográfica de la condenada así como ios
certificados de conducta emitidos por el establecimiento carcelario, los que dan
cuenta de su comportamiento durante su reclusión por cuenta de este proceso.

|ii) En lo que corresponde al cumplimiento del requisito objetivo, se tianí? que dada la
pena impuesta - 50 meses de prisión las 3/5 partes de la sanción penal
corresponden a 30 meses de pi-[sión.

De la revisión del pienario se tiene que la sentenciada se encuentra prtvada de su
libertad desde 29 de octubre de 2020 a la fecha, contando con e\ reconocimiento de

redención de pena en proporción de 9.5 días, acredita el cumplimiento de 40 meses.
8.5 días d® prisión, superando el requisito objetivo fijado por el legislador.

{iíi) En lo referente ai arraigo farhiliar y social de! condenado, es oportuno recordar
que^tai ewgencia del legislador supone la existencia de vínculos del sentenciado con

ÁRigar en el que reside, lo que se acredita con distintos elementos de juicio, entre
oíros, tener una residencia fija y estable, vivir en ella junto con la familia y estar presto
a atender los requerimientos de las autoridades, desarrollar un tratiajo o actividad, asi
como la posesión de bienes.

Dentro del plenario, se reporta como domicilio la Carrera 1° D Este No. 38 D Sur 14

- Barrio Guacamayas, siendo de relevante importancia el informe de asistencia
social No. 2187 del 20 de noviembre de 2023 en el que se corrobora la existencia del
inmueble asi como la dinámica familiar de la penada, dando entonces por superadn
tal exigencia.

(iv)En to que refiere a los perjuicios, dada la naturaleza de los delitos po! ios cuales
fue sancionado, no obra condena en tal sentido.

(v) Frente a la última de las exigencias, es decir la valoración previa de la conducta
Punible, es menester indicar que ella en esta fase de ejecucién de ía pena, se
enmarca al ámbito de necesidad o no de la ejecución de la pena para así emitir un
diagnóstico en el que el protagonista será la sociedad (comunidad), quien deb®
soportar ei riesgo.

Sobre este tópico conviene indicar que mediante decisión del 2 de marzo de 2005, la
Corte Gortstttucional determinó los parámetros sobre los cuales ha de establecerse
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ei eí^uáio de! Juez de Ejecución de Penas al momento de pronunciarse respecto a ia
libertad condiciona!. Así esa alta corporación indicó:

'En este punto la Corte coipsidera necesario precisar que. en efecto, el Juez de
L'iecución de Penas y Medidas de Seguridad ejerce una fundón valorati\/a que resulta
rivtonriinante para el acto de concesión del subrogado penal. Para !a Corte, la función
que ejercen los jueces de ejecución no es mecánica ni sujeta a parámetros
matemáticos. Ésta involucra la potestad de levantar unjuicio sobre la procedencia de •
la libertad condicional que cieríamente exige la aplicación del criterio del funcionarió
¡ii'.licial. Sin embargo, no por ello puede afirmarse que dicha valoración recae sobre

' mismos elementos que se ven involucrados en el juicio penal propiamente dicho.

1al como quedó expuesto, la valoración en la etapa posterior s l§ condena se somete
enteramente a los p^ámetros de la providencia Gond&fétPria y ííen© en cuenta

mentas distintos, corno son el comportamiento del roo en prisión y la necesidad de
itinaar c/)n el tratamiento penitenciario. Tal valoración no vuelve a ponsr en
'redicho leí responsabilidad penal, sino la necesidad de continuar con el tratamiento

•nitenciario Yla prueba está, como lo dice la Corte Suprema de Justicia, en que la
decisión Judicial que deniega el subrogado f^ál no aumenta ni reduce el quantum
de ¡a pena, sino que se limita a seña/argi/e-/a misma debe cumplirse en su totalidad.

En sifjiesis, la Corte considera que la providencia por la cual se niega o se concede
el beneficio de la libertad condicional i) debe estar suficientemente motivada, ii) los
motivos aducidos deben haberse demostrado, y iii) la moHvacíón justificativa de la
decisión debe cumplir con el requisito de razonabilidad. el cual se verificará de
acuerdo con las condiciones de reclusión del condenado.

pQfSil parte, !a Corte Constitucional, en sentencia 0-757 de 2014 M.P. Gloria Stella
Oitiz Delgado, frente al análisis que debe efectuar el Juez de Ejecución de Penas cié

I .'(ravedad de la conducta indicó:

"En segundo lugar, el texto anterior contenía la expresión "de la gravedad", la cual
vnscribia el análisis que debían realizar los jueces de ejecución de penas a una
uación de la gravedad de ia conducta punible. En la Sentencia C-19-i de 2005 la
te declaro leí exequibilidad condicionada de dicha expresión. Esta Corporación

•armiño que el deber de realizar este análisis se ajusta a la Constilución "en el
entendido de que dicha valoración deberá atenerse a los términos en que fue
evaluada la gravedad de la conducta en la sentencia condenatoria por parte del juez
de la causa." Entre tanto, en el tránsito legislativo, el Congreso no sólo no incluyó el
condicionamiento hecho por la Corte en la Senfencía C-194 de 2005 en el nuevo texto,
sino que adrcionalmente excluyó la expresión "de la gravedad". Por lo tanto, resulta
razonable interpretar la nueva redacción como una ampliación del ámbito de la
valoración que le corresponde llevar a cabo al juez de ejecución de penas. Según
dicha interpretación ya no lé correspondería a éste sólo valorar la gravedad de ¡a
(iinducta punible, sino que le concerniría valorar todos los demás elementos,
aspectos y dimensiones de dicha conducta.

•, iitcntn» (1 - 1V4 tlu 2i>05 - M-P. Mareo Gcraido Monróv Cabra
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Por lo tanto, la Corte debe eoncluir que en el tránsito normatívo del articulo 64 dsl
CódigoPenal sí ha habido modificaciones semánticas con impactos normativos. Por
un lado, la nueva redacción le impone el deber aljuez de otorgar ía libertad condiciona]
una vez venfique el cumplimiento de los requisitos, cuando antes le permitid no
otorgados. Por otra parte, la nueva disposición amplía el ob]eto de la valoración t¡tie
debe llevar a cabo eljuez de ejecución de penas más alié delanálisis de la gravedad
de la conducta punible, extendiéndola a todos los aspectos relacionados con ¡a
misma. Én consecuencia, alexistir diferencias semánticas entre tadisposición objeto
de análisis en la sentencia C-194 de 2005 y la que se acusa en esta ocasión es
necesario concluirque no opera la cosa juzgada materialsobre ta expresión 'previa
valoración dé la conducta punible" demandada en esta ocasión, y en tal virtud, la
Ccrte debe proferir un pronunciamiento de fondo." (Negrilla fuera de texío)

Asi ias cosas, para la valoración de la conducta punible es otiligacián del Juez
ejecutor de la pena valorar la gravedad de la conducta, sopesándolos con el
compoftamiento bajo el proceso penitenciario, para así establecer la no necesidad del
cumplimiento de la pena de manera iníraroücaJ, permitiéndole ejecutar ©I restante de
lasanción (periodo de prueba) bajoel cumplimiento de algunas obligaciones en donde
demostrará, que el tratamiento de reinserción social efectuado en si Centro de
Reciusión ha surtido efectos, y por !o tanto, no se va a constituir en una fuente de
riesgo criminal al momento de su libertad; o 2) que no se lia cumplido con las
funcior>es otorgadas a la p^a, (reinserción social, retribución justa, prevención
general y especial), y por lo tanto es necesario que el condenado conlinúe dentro de
un programa de tratamiento penitenciario de manera formal'.

Descendiendo al caso en estudio, debe recordarse ios hechos que dieronorigen a la
presente actuación: los que fueron relacionados por el failador asi:

"En sef^^mbi'e de 2019 la fiscalía General de la Nación tuvo conocimiento de la
existencia de una estructura criminal organizada denominada "la segunda'',
posteriormente conocidacomo "la tercera", dedicada al almacenamiento, distribución
y comercialización de sustancias estupefacientes en los barrios Guacamayas.
Mélvinas, San Mailín v la Gloda de la localidad de San Cristóbal Sur

Lasprocesados fueron identificados como miembros de esta organizifción al margen
de ía ley, en la que cada uno desempeñaba tos siguientes roles:

Luz Alexandra Santos Correa, conocida como ''Aiexa". hija de "FranlKlyn y Luz" y
hermana de 'Laura", también ejercía el rol de expendedora, en coordinación con sus
padres y hermana ai interior del inmueble ubicado en la Diagonal 38 D Sur t C-59
Este,del barrio la Colmena de la Localidadde San Cristóbal, lugar en el que permitían
el ingreso para que los consumidorescompraran sustancias alucinógenas."

Para esta oficina judicial no cabe duda que la sentenciada pertenecía, a una
organización criminal, encargada de ejecutar actividades relacionadas al tráfico de
estupefacientes: quienes al encargarse de la comerciatización de estupefaciente,
lesionaron el bien jurídico tutelado de la salud pública, generando graves

- ScntftwiaC •• 194 de 200.5 -M.P. Martvi Gci-ardo Monrov Cabra
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isecuencias. no só!o para la integridad del individuo que las ccnsurtií:, sino paia
lella en general, situación que no está de más recordar, es reconocida como una
las mayores problemáticas a enfrentar por ia gran mayoría de países y que ha

afectado severarrasnte la paz y tranquilidad de los colombianos, pues además, afecta
a otros bienes jurídicos como laseguridad pública y el orden econdmtco y social.

Se tiene entonces que la organización criminal además de contar con características
propias de una verdadera empresa como son la estabilidad y permanencia, su fin
principal era la comisión de delitos graves, en aras del control del poder económico y
social tueréndose de la eomercializaclón de alcaloides y que sin duda genera el
movimiento de sumas incalculables, actividades que contribuyen de manera certera
'•n la descomposición social.

Sobre este asunto en particular, en Sentencia C-334 .de 2013, M,P, la Corte
Constitucional trajo a oilación el concepto de delincuencia organizada contemplada
- n la Convención de !as Naciones Unidaa, endófide expuso:

fw el contrario, alineadas contra esas fuerzas constructivas, caúa vez en mayar

número y can atrnas más potentes, se encuentran las fuerzas de loque denominó la
r.iecíad inavil". Se trata de terroristas, criminales, traficantes de drogas, fraíaníes

personas y otros grupos qtie desbaratan las buenas obras de la sociedad civil,
an venUija de las fronteras aljiertas. de los mercados libres y de ios avances

•lologscos que tantos beneficiosacarrean a la humanidad. Esos grupos prosperan
bii tós países con instituciones débiles y no tienen escrúpulos en recurrir a la
intimidación o a la violencia. Su crueldad es la verdadera antitesis de lo que
consideramos civil. Son poderosos y representan intereses arraigados y el peso de
una empresa mundial de miles de millones de dólares: pero no son invencibles".

No obstante lo anterior, el análisis de la gravedad de ia conducta no es ei único
presupuesto a ser verificado para el subrogado en estudio, es porello que se torna
en obligación que el funcfonario ejecutor analice la forma y condiciones del
n-.-iiamfento penitenciario del privado de la libertad, mismo quecomporta laverificación
en cada caso particuJar, del cabal cumplimiento de tas funciones y fines de la pena
durante la fase de ejecución, de acuerdo con lo preceptuado en los artículos 9° del
Código Penitenciario yCarcelario y4° de la Ley 599 que prevén:

ñ't/cu/o 9"".' Laper)a tiene función protectora y preventiva, pero su fin fundamental es
::i resocialización. Las medidas de seguridad persiguen fines de curación, tutela y
rehabUiiaci'ón.''(Se destaca)

iicuto 4". La pena cumplirá las funciones de prevención general, retribución justa,
•vención especial, reinserción sociSiy protección al condenado.

t-ci prevención especia!y la reinserción social aperan en el momento de la ejecución
de la pena de prisión." (Se destaca)
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Ha de tenerse en cuenta además los fines del tratamiento penitenciario que al tenor
del articulo 10 del Código Penitenciario y Carcelario^ se traduce en la verdadera
resocialización o reinserción social del sentenciado

Sobre este tópico es necesario traer a colación la reciente decisíórr de ia Sala de
Casación de la Corte Supreina de Justicia, AP2977-2022 del 12 de juüo.de 2022, M.P.
Femando León Bolaños Palacios, en cuyos apartes indico;

"Asi las cosas, bien puede afirmarse que, la finalidad de ta previsión contenida en m
articulo 64 del Código Penal con sus respectivas modificaciones, no es otra, que
relevar al condenado del cumplimiento de una porción de la pena que le hubiere sido
impuesta, cuando el concreto examen del tiempo que ha permanecido pnvsdo de la
libertad, de sus características individuales y la comprobación objetiva de su
comportamiento en prisión o en su residencia, permiten concluir que en su caso
resulta innecesario continuar con la ejecución de la sanción.

Esta SaJa, en la sejitencia de tutela STP158062019, Radicado 683606, se refirió a los

fines que debe perseguir la pena: de la siguiente manera:

(...) la pena no ha sido pensada únicamente para lograr que la sociedad y ¡a victima
castiguen al condenado y que con ello vean sus derechos restituidos, sino que
responde a la finafítístí constitucional de la resodalizaeión como garantía de la
dignidad humana.

Asi., se tiene gu»: i) en la f^se previa a la comisión del delita prima lo intimidación itB
norma, es decir la motiví^ción al ciudadano, mediante in amenaza de la tey. para

q'.ji-: st? absienga de desplegar conductas que pongan en riesgo bienes juiidioos
protegielos pw el Derecho Penal: ii) en la fase de imposición y medición judicial debe
tenerse en cuenta la culpabilidad y los derechos del inculpado, sin olvidar qu& sin/e a
la confimiadón de la seriedad de la amenaza penal y a la intimidación individual: y iii)
en la lase de ejecución de la pena, ésta debe guiarse por las ideas de resocializaciófi
y reinserción 50c/a/es.

Csn fundamento en ello, la misma corporación concluyó que:

i)No puede tenerse como razón suficiente para negar la libertad condicional ¡a alusión

a iú lesividad de la conducta punible frente a los bienes jurídicos protegidos por el
Derecho Pené! (...) ii) La alusión al bien jurídico afectado es solo una de las facetas
de la conducta punible, como también lo son las circunstancias de mayor y de menof
punibilidad, íós agravantes y los atenuantes, entre otras. Por lo que el juez de
ejecución de penas debe valorar, por igual, todas y cada una de éstas; iii)
Contemplada la conducta punible en su integridad, según lo declarado porelJuez que
profiere la sentencia condenatoria, éste es solo uno de los distintas factores que debe
tener en cuenta el juez de ejecución de penas.

' yhtiaiUi 10 F.lIn-.iwnieiilo i'cniwuríaHü Cieñe hijUuiUduUde ulcaniui- Li iivoi uilizui ini, tlv/ i"i
l;i U-y¡renal. inedUmie el c.vameiiii<- ,sii pa-.soiudidad y a iravi/sdi' kt <lisíípliiia. t / tud'iuju. el f^iiitíí".

a/jonnaemn K.íptn/iial la íuiium. el deporif ki nvietwián. bajo un e'<p¡riiu hmuiiM y sulidaiía.
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ío afíterior, esíá indicando que el solo análisis de la modalidad o gravedad de la
•'inducía punible no puede tenerse como motivación suficiente para negar la
. ncesión del subrogado penal, como pareció entenderlo el A quo. al asegurar que

-vno puede pregonar la procedencia del beneficio denominado Libertad
-•ndidonal, pues ese pronóstico sigue siéndole desfavorable, en atención a la
oración de la conducta, circunstancia que no cambisfá. ( .} s:i compurtamienlo
'cr/Vo nació grave y no pierde sus caracteristicas con ocasión del proceso de
ocializacián y rehabilitación dentro del tratamiento penitenciario».

Por el contrario, se ha de entender que tal examen debe afrontarse d& Gara a la
necesidad de cumplir una sanción ya impuesta, por lo que -fíose trata de un mero y
aislado examen de la gravedad de la conducta, sino de un estudio de la personalidad
actual y los antecedentes de todo orden del sentenciado, para de esta forma evaluar
íiU pmceso de readaptación social: por lo que en la apreciadán de estos factores debe
conjugarse el «impacto social que genera la comisión del delito bajo la égida de los
fines de la pena, los cuales, para estos efectos, san complementarios, no
i:!!<cluyentes3.''

En el mismo sentido, está la providencia AP 3348/2022 del 27 de Julio de 2022 M.P.
Fabi&Ospitia Garzón, proferida por la Safetde Casación Penal de la Corte Suprema
fl& Justicia, de cual surge pertinente extraer los siguientes argumentos en lo que tocan

' caso sub judice:

"El análisis que adelanta el juez de ejecución de penas a la hora de resolver una
^'^'icitud de libertad cofídicional apunta a una finalidad especifica: establecer la

•esidad de continuar el tratamiento penitenciarlo, a partir del comportamiento
celario del condwiado.

} La Coiíe ha de reiterar que cuando el legislador penal de 2014 modificó la
exigencié de valoración de la gravedad de la conducta punible por la valoración de la
conducta, acentuó el fin resocíaiizador de la pena, que en esencia apunta a que el reo
tenga la posibilidad cieda de recuperar su libertad y reintegrarse al tejido social antes
del cumplimiento total de la sanción.

En suma, no es el camino interpretativo correcto, asociar que la sola gravedad de ta
conducta es suficiente para pegar el subrogado de la libertad condicional. Ello seiia
ffinto como asimilar la pena a un oprobioso castigo, ofensa o expiación o dotaría de
i.nsBfüido de retaliación social que, en contravia del respeto por la dignidad humana,
cosifica ai individuo que purga sus faltas y con desprecio anula sus derechos

fundm¡Bntales. (...)''

iMjo tales presupuestos se colige sin hesitación alguna, que al momento de analizar
: sustituto de la libertad condicional debe tenerse en cuenta las condiciones y

circunstancias que han rodeado el tratamiento penitenciario del reo, para asi
Pí'ítablecer si ha atcanzado el fin resocíaiizador que lleva implícita la pena, para

'erminar si está o no preparado para la vida en libertad, siendo respetuoso de las

mas que rigen la convivencia y el orden social.

.. pena tiene una finalidad constitucional relevante en materia de resocialización del
condenatío. por !o que el sistema carcelario y penitenciario tsene la obligación de
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alcanzar este objetivo; por su parte, los sustitutos y subrogado?, penales son

beneficios que aportan al proceso de resodalización del interno, pues les permite la

apHcaciórt de penas alternativas o sustitutivas a ia prisión y actemás, humanizan el
proceso de ejecución Se la condena.

En lo que corresponde a la sentenciada SANTOS CORREA se reporta privada de su
libertad desde el 29 de octubre de 2020, obteniendo calificación de conducta en grado

de Buena y Ejemplar, siendo favorecida con la Resolución Favorable para la Ubeftad
Condicionaí No, 0165 dei 1° de febrero de 2024, no reportando sanciones

disciplinarias en su Mníra.

Es importante indicar que aun cuando para esta oficina es de gran importancia la
realización de actividades válidas para redención de pena como quiera que ellas
humanizan el proceso penitenciario y preparan al reo para la reintegración a ia vida

en sociedad, como quiera que en este momento procesal la sentenciada se encuetra

realizando actividades válidas para redención de pena, la que incluso le merecieron

rebaja conforme lo dispuesto en auto del 15 de enero de 2024, se cocnederá el

subrogado de la libertad condicional.

Asi las coi,as se concederá la tibfirtat.i condicional, fijando coino periodo rte |>rue;:.o u*::
9 meses. 21.5 días, que es el tiempo que te falta para el cumplimienio de la pena,
tiempo durante el ci^I deberá dar estricto cumplimiento a las obligaciones previstas

en el artículo 65 del CP., estas son; 1Observar buena conducta, 2.- Informar lodo

cambio de residencia. 3.- Comparecer ante la autoridad judicial cada vez que sea
requerido y 4,- No salir del País previa autorización del funcionano encargado de
ejecutar la pena, obligaciones a las que se entenderá comprometido con el acto de
enteramienío o notificación de esta decisión.

En el ámbito de fijación de la caución para garantizar las obligaciones antes

reseñadas, esta oficina ludicial no puede obviar la gravedad de la conducta por las

cuates fue condenado y la necesidad que el penado haga, un sacrificio económico

relevante que lo conmine al cumplimiento de las obligaciones inherentes al subrogado
que se le concede, razón por la que se trae a colación la sentencia C - 316 de abril

30 de 2.002, donde se puntualizó en tomo a la caución:

dicho monto pretende crear un vínculo económico mínimo entre el procesado y la
administración de justicia que le haga temer al primero que perderá tal suma si decide
evadirse del imperio de ia justicia. Desde este punto de vista, la finalidad de la norme
se ajusta a lo^ planes de ia Carta Política porque pretende asegurar el cumphmientc
de un deber txmstitucionalmente reconocido, cual es el que tiene todo ciudadano c/t?

colaborar con ta buena administración de justicia (Art. 95-7. C.P.)-

..no cualquier suma de dinero resultaría idónea para garantizar la comparecencia^l
proceso del sindicado: sólo aquellas que. impuestas de confomúdad con la
capacidad de p''¡go del procesado, impliquen un sacrifício económico relevante.

"...En esa medida, como no existe, a partir de esta providencia, monto mínimo al que

deba atenerse el funcionario judicial para imponer ta caución prendaria, éste podrá.
consultando la capacidad económica del procesado, Imponer una caución por

un monto menor, llegando incluso hasta prescindir de la caución si la capacidad
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Cíe/ pagó tíel inculpado es a tal extremo precaria. (M.P. Dr Marco Gerardo Monroy
Cabra)- La negrilla y^ubraya fuera de texto.

A9¡ las cosas, el cumplimiento de las anteriores obligaciones será garantizado con la

'.onstítución de caución prendaria en cuantía de $500.000 que deberá ser consignada
en ía Oficina de Depósitos Judiciales del Banco Agrario - Cuenta No. 1100120S7017,.
a órdenes de este Juzgado.

i"):;5de ahora se previene a la beneficiada que en casods incumplimiento injustificado
: as obligaciones mencionadas, le será revocado el sustituto que hoy se le concede

i^revio los trámites de ley.

razón y mérilo de lo expuesto, EL JUZGADO DIECíSíETE DE EJECUCIÓN DE
ÑAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTÁ D.C.,

RESUELVE

PRIMERO.- CONCEDER a la sentenciada LUZ ALEXANDRA SANTOS CORREA con

cédula de ciudadanía No. 1.007.647.793 el subrogado de la LIBERTAD CONDICIONAL
conforme lo indicado en el cuerpo de esta determinación.

SEGUNDO.- Constituida la caución, LÍBRESE boleta de libertad para ante el Centro de
Reclusión que vigila la pena a la sentenciada.

TERCERO.- REMITIR COPIA de este proveído al reclusorio para los fines de consulta.
•l-'bienáo ser allegada a la respectiva hoja de vida.

Contra la presente proceden los recursos de ley.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

rí776^( 17-ÓOQ^Ob Nf:'*?r«r--TJ9/02/2024
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RVi ENVIO AUTO DEL 09/02/2024 PARA NOTIFICAR MINISTERIO PUBLiCO Y ÜEFiNSA NI 3134

Alfredo Vasquez Macias <alvasquez@procuraduria,gov.co>
Ltin M'0Z/202A 3:28 PM

4

Pafa:Qai.idia Miiena Preciado Morales <cpfeciam@cendGj.ramajudicial.gov.co>

I 1 ¿irchivos adjuntos (500 KB]

Atentamente acuso recibo de la notificación enviada.

Cordialmente.

Alfredo Vásquez Macías
Procurador Judicial II

Procuraduría 314 Judicial II para el Ministerio
Público en Asuntos Penates - Bogotá D.C.
alvasque2@procuraduria.g ov.co
PBX; +57 601 587-87 50, Ext IP; 15005.
Linea Gratuita Nacional: 01 8000 940 808

Cra. 5®. # 15 - 80, Bogotá D.C., Cód. postal 11Ó321

Oe; Claudia Mílena Preciado Morales <cpreciam(S)cendoj.r3maJudiCfal.gov.co>

Enviado: lunes, 12 de febrero de 2024 14:56

Para: harold.riosl7@gmail.com <harold.riosl7@gmail.com>; Alfredo Vasquez Macias <alvasquez@procuraduria^gov.co>

Asunto: ENVIO AUTO DEL09/02/2024 PARA NOTIFICAR MINiSTERÍO PUBLICO YDEFENSA NI 3134

Cordial saludo envió auto para notificar ministerio público y defensa, ni ^1^4.

Qa of ^

CÍAUDiA MÍLENA PRECIADO

i'scrihiente

.Sccie.tnria

luxgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad Boaotá - Colombia

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de Colombia. Si

ao es el destinatario de este correo y lo recibió por error comuniquelo de inmediato, respondiendo ai remitente y
eliminando cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el destinatario, no podrá usar su contenido, de
hacerlo podria tener consecuencias legales como las contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 2009 y todas las
que le apliquen. Si es el destinatario, ie corresponde mantener reserva en general sobre la información de este
mensaje, sus documentos y/o archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita. Antes de imprimir
este correo, considere si es realmente necesario hacerlo, recuerde que puede guardarlo como un archivo digital.
""♦'•'♦-•NOTICIA DE CONFORMIDAD*''**'**** Este mensaje (incluyendo cualquier anexo) contiene

información confidencial de la Procuraduría General de la Nación y se encuentra protegida por la Ley. Sólo puede

ser utilizada por el personal o compañía a la cual está dirigida. Si usted no es el receptor autorizado, o por error
recibe este mensaje, favor borrarlo inmediatamente. Cualquier retención, difusión, distribución, copia o toma de
cualquier acción basada en ella, se encuentra estrictamente prohibido.
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REPUBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
JUZGADO DIECISIETE DE EJECUCIÓN DE PENAS

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTÁ D.C.
Calle 11 No. 9a - 24 Teléfono 6012864088

Edifido Kaysser

Número Interno: 3327Lev 906 de 2004

Radicación: 11001 -31 -OJ-OOS-ZOOS-OOni-00

Condenado: FREDY ALONSO NOVA ANDRADE

Cédula: 80.880.241

Delito: CONCIERTO PARA DELINQUIR, FABRIQ TRÁFICO O PORTE ILEGAL ARMAS O
MUNICIONES, HOMICIDIO AGRAVADO, TRAFICO DE ESTUPEFACIENTES
Reclusión: COMPLEJO CARCELARIO YPENITENCIARIOCONALTA, MEDIA YMINIMASEGURIDAD
DEBOGOTÁ, INCLUYE RECLUSION ESPECIAL, Y/USTICIAY PAZ [COBOG)
RESUELVE: CONCEDE LIBERTAD CONDICIONAL

Bogotá, 0. C.,Cinco (5) de febrero de dos mil veinticuatro (2024]

OBIETO A DECIDIR

Procede e! despacho a emitir pronunciamiento sobre la solicitud de LIBERTAD CONDICIONAL
respecto del sentenciado FREDY ALONSO NOVA ANDRADE conforme con la documentación
aportada por el establecimiento carcelario a través dd correo electrónico instituciona!.

SITUACIÓN FÁCTICA

En sentencia del 19 de diciembre de 2008, el Juzgado 5° Penal del Circuito Especializado de
Bogotá condenó al señor FREDY ALONSO NOVA ANDRADH a la pena de 20 años, 8 meses, 1 día
de prisión, luego de ser hallado penalmente responsable del delito de Homicidio Agravado en
concurso heterogéneo con Concierto para Delinquir Agravado, Fabricación, Tráfico o Porte de
Armas de Fuego o Municiones, no siendo favorecido con sustituto alguno.

El Juzgado 2° de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Neiva (Huila) dispuso la
acumulación jurídica de penas a favor del penado NOVA ANDRADE respecto de la presente
radicado y el proceso No-110016000023200882041 conforme la sentencia del 11 de febrero
de 2009 del ¡uzgado 2° Penal del Circuito de Bogotá en donde fue condenado a la pena de 2
anos, 8 meses de prisión y multa de 1,33 smmiv por el delito de Tráfico, Fabricación o Porte de
Estupefacientes fijando la pena acumulada de 22 años, 8 meses, 1 día de prisión y multa
equivalente a 3.711,33 smmlv y la accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y
funciones públicas.

Conformelo anterior, el sentenciado se reporta privado de su libertad desde el 18 de enero de
2008.

AI penado FREDY ALONSO NOVA ANDRADE le ha sido reconocida redención de pena de la
siguiente forma;

Fecha providencia

13 de diciembre de 2010

5 de septiembre de 2011

21 de febrero de 2012

12 de febrero de 2012

7 de marzo de 2013

113.5 días

66 días
47 días
61 días

41 días
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22 de mayo de 2015
10 de junio de 2019

24 de enero de 2020

26 de mayo de 2021

11 de abril de 2022

15 de febrero de 223

9 de mayo de 2023

TOTAL

250 días

128 días

57,5 días

184 días

93 días

Iludías

39.5 días

1193.5 días

CONSIDERACJONES DEL DESPACHO

En primer término, dado que ¡a comisión de reato se dio con posterioridad al 1° de enero de
2005, el sustituto de la libertad condicional se efectuará bajo la égida de la Ley906 de 2004,
según se definió en los artículos 5° transitorio dei Acto Legislativo 03 de 2002 y 530 de la citada
normativa, en concordancia con el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, que modificó el articulo
64 de la Ley 599 de 2000, última, norma que aitenor consagra:

"Artículo 64: Libertad condicional. El juez, previa valoración de la conducta punible,
concederá la libertad condicionul a ¡a persona condenada a pena privativa de la libertad
cuando haya cumplido con lossiguientes requisitos:

1. Que la persona haya cumplido las tres quintas (3/5) partes de la pena.
2. Que su adecuado desempeñoy comportamiento durante el tratamiento penitenciario

en el centro de reclusión permita suponerfundadamente que no existe necesidad de
continuar con ¡a ejecución de la pena.

3. Que demuestre arraigofamiliary social

Corresponde al juez competente para conceder la libertad condicional establecer, con todos
loselementos depruebaallegados a la actuación, ¡a existencia o inexistencia delarraigo.

En todo caso su concesión estará supeditada a la reparación a la victima o al aseguramiento
del pago déla indemnización mediante garantía personal, real, bancaría o acuerdo de pago,
salvo que se demue.-itre insolvencia del condenado.

El tiempo quefalte para el cumplimiento déla pena se tendrá coma período deprueba. Cuando
este sea inferior a tres años, el juez podrá aumentarlo hasta en otro tanto igual, de
considerarlo necesario."

En concordancia se tiene el articulo 471 de la Ley 906 de 2004 que establece:

"Articulo 471. Solicitud: El condenado que 5e hallare en tas circunstancias previstas en el
Código Penal podrá solicitar al juez de ejecución de penas y medidas de seguridad la libertad
condicional, acompañando la resolución favorable del consejo de disciplina, o en su defecto
del director del respectivo establecimiento carcelario, copia de la cartilla biográfica y tos
demás documentos que prueben los requisitos exigidosen el CódigoPenal, los que deberán ser
entregados o más tardar dentro de los tres (3) días siguientes.

Si se ha impuesto pena accesoria de multa, su pago es requisito imprescindible para poder
otorgarla libertad condicional."
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Del anterior marco normativo, se infieren como presupuestos para la libertad condicional los
siguientes,

(i) Quea la solidnidse alleguen, resolución favorable del consejo de disciplinadel penal, copia de
la cartilla biográfica y demás documentos relevantes de conformidad con lo expuesto en el
artículo 471 de la Ley 906 de 2004:

(ii) Que el penado hayo purgado las tres quintas (3/5) partes de la pena impuesta, para lo cual,
deberá computarse el tiempo descontado físicamente y el redimido en actividades de trabajo,
estudiay/o enseñanza;

(iii) Que se haya reparado a la víctima por los perjuicios ocasionados con la conducto punible o se
asegure el pago de la indemnización mediante garantía personal, real, bancaria o acuerdo de
pago, salvo que se demuestre la insolvencia económica del condenado,

(Iv) Quese encuentre demostrado el arraigo familiar y social del penado:

(v) Que el comportamiento mostrado por el penado durante el tratamiento penitenciario,^ así
como la valoración efectuada a la conducta punible por la que se impuso sanción, permitan
suponerfundadamente que no es menester seguir adelante con la ejecución de la pena;

En aras de establecer la procedencia o no del sustituto de la libertad condicional en el presente
caso, procederá este e)ecutor de la pena a la verificación de las exigencias legales antes
indicadas, así pues, se tiene:

(1) Frente a! primero de los requisitos, se advierte cumplido el mismo como quiera por correo
electrónico, el C0MPLE|0 CARCELARIO Y PENITENCIARIO CON ALTA, MEDÍA Y MINIMA
SEGURIDAD DE BOGOTÁ, INCLUYE RECLUSION ESPECIAL, YjUSTlCIA YPAZ (COBOG), remitió
Resolución N- 0095 de! 18 de enero de 2024, emitida por el Consejo de Disciplina del
mencionado centro de reclusión, en la cual CONCEPTÚA FAVORABLEMENTE con relación a
la concesión del mecanismo de libertad condicional a nombre de FREDY ALONSO NOVA
ANDRADE-

Obra además en el plenaho la cartilla biográfica del condenado, así como el certificado de
calificación de conducta, que da cuenta de su comportamiento ejemplar durante su reclusión.

(ii) En lo que corresponde al cumplimiento del requisito objetivo, se tiene que dada la pena
acumulada impuesta -272 meses 1 día de prisión las 3/5 partes de la sanción penal
corresponden a 163 meses, 6 días de prisión.

De la revisión del plenario se tiene que FREDY ALONSO NOVA ANDRADE se encuentra privado
de la libertad desde el 18 de enero de 2008, con lo cual, físicamente el prenombrado ha
descontado 5863 días, o lo que es igual a 195 meses y 13 días, que sumadosa los 39 mesesy
23.5 días reconocidos por redención de pena, da un descuento total de 234 meses y 6.5 días,
concurriendo para estos momentos el segundo requisito.

(iii) En lo que concierne al arraigo, entendido dicho concepto como el lugar de domicilio,
asiento familiar, de negocios o trabajo que tiene una persona y respecto del cual posee ánimo
de permanencia, se evidencia en el expediente que el arraigo del penado se encuentra en la
dirección CARRERA 23 No. 80 A - 15 SUR BARREO EL RECURDO LOCALIDAD DE C5UDAD
BOLIVAR de la ciudad de Bogotá D.C.
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(v) En io que refiere a los perjuicios causados con la comisión de la conducta, en ei presente
asunto no se fijaron perjuicios.

(vi) Frente a la última de las exigencias, es decir la valoración previa de la conducta punible.
es menester indicar que ella en esta fase de ejecución de la pena, se enmarca al ámbito de
necesidad o no de la ejecución de la pena para así emitir un diagnóstico en el que el protagonista
será la sociedad (comunidad), quien debe soportar el riesgo.

Sobre este tópico conviene indicar que, mediante decisión del 2 de marzo de 2005, !a Corte
Constitucional determinó ios parámetros sobre los cuales ha de establecerse el estudio delluez
de Ejecución de Penas al momento de pronunciarse respecto a la libertad condicional. Así esa
alta corporación indicó:

"Enescepunto ¡o Corte considero necesario precisar que, en efecto, el Juez de Ejecución de Penas
y Medidas de Seguridad ejerce uno función valorativa que resulta determinante pura el acto de
concesión del subrogado penal. Para la Corte, la función que ejercen tos jueces de ejecución no
es mecánica ni sujeta a parámetros matemáticos. Esta involucra la potestad de levantar un
juicio sobre la procedencia de la libertad condicional que ciertamente exige la aplicación del
criterio delfuncionario judicial. Sin embargo, no por ello puede afirmarse que dicha valoración
recae sobre los mismos elementos que se ven invobicrcdos en el juicio penal propiamente dicho.
Tal como quedó expuesto, la valoración en la etapa posterior a la condena se somete
enteramente a los parámetros de la providencia condenatoria y tiene en cuenta
elementos distintos, como son el comportamiento del reo en prisión y la necesidad de
continuar con el tratamiento penitenciario. Tal valoración no vuelve a poner en entredicho
la respon.'sabiiidad penal, sino la necesidad de continuar con el trocamiento penitenciario. Yla
prueba está, como lo dice la Corte Suprema de justiciu, en que la decisión judicial que deniega
el .'iubrogado penal no aumenta ni reduce el quantum de la pena, sino que se limita a señalar
que la misma debe cumplirse en su totalidad.
(...)
En síntesis, la Corte considera que la providencia por la cual se niega o se concede el beneficio
déla libertad condicional i] debe estar suficientemente motivada, iíj los motivosaducidos deben
haber5edemostrado,yili) la motivaciónjustificativa de la decisión debe cumplir cxw el requisito
de razonobilidad, el cual se verificará de acuerdo con las condiciones de reclusión del
condenado."'

Por su parte, la Corte Constitucional, en sentencia C-757 de 2014 M.P. Gloria Slella Ortiz
Delgado, frente al análisis que debe efectuar el Juez de Ejecución de Penas de la gravedad de la
conducta indicó:

"Ensegundo lugar, el texto anterior contenía la expresión "dela gravedad", la cual circunscribía
el análisis que debían realizar losjueces de ejecución de penas a una valoración de la gravedad
de la conducto punible. En ¡a Sentencia C-194 de 2005 la Corte declaró la exequibilidod
condicionada de dicho expresión. Esta Corporación determinó que el deber de realizar este
análisis se ajusta a la Constitución "en el entendido de que dicha valoración deberá atenerse a
los términos en que fue evaluada lo gravedad de la conducta en la sentencia condenatoria par
parte del juez de la causa." Entre tanto, en el trán.sito legislativo, el Congreso no sólo no incluyó
el condicionamiento hecho por la Corte en la Sentencia C-194de 200S en el nuevo texto, sino que
adicionalmente excluyó la expresión "de la gravedad". Por la tanto, resulta razonable
interpretar la nueva redacción como una ampliación del ámbito de la valoración que le
corresponde llevar a cabo al juez de ejecución de penas. Según dicha interpretación ya no le
correspondería a éste sólo valorar la gravedad de la conducta punible, sino que le concerniría
valorar todos los demás elementos, aspectos y dimensiones de dicha conducta.

' Sentencia C - 194 de 2005 - M.P.Marco Gerardo Monroy Cabra
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Por lo tanto, la Caree debe concluir que en el tránsito normativo del articulo 64 del Código Penal
sí ha habido modificociones semánticas con impactos normativos. Por un lado, la nueva
redacción le impone el deber al juez de otorgar la libertad condicional una vez verifique el
cumplimiento de los requisitos, cuando antes le permitía no otorgarlos. Par otra parte, la nueva
disposición amplía el objeto de la valoración que debe llevar a cabo eljuez de e¡ecuciónde penas
más allá del análisis de la gravedad de la conducta punible, extendiéndola a todos los aspectos
relacionados con la misma. En consecuencia, al existir diferencias semánticas entre la
disposición objeto de análisis en la sentencia C-W4 de 2005y la que se acusa en esta ocasión es
necesario concluir que no opera la cosa juzgada material sobre la expresión "previa valoración
de la conducta punible" demandada en esta ocasión, y en tal virtud, la Corte debe proferir un
pronunciamiento defondo."

Asf las cosas, adquiere trascendencia la valoración que ei funcionario ejecutor realice de la
forma y condiciones en que ha tenido lugar el tratamiento penitenciario del sentenciado, con el
fin de establecer la procedencia o no del subrogado de la libertad condicional, análisis que
comporta la verificación en cada caso particular, del cabal cumplimiento délas funciones y fines
de la pena durante la fase de ejecución, de acuerdo con lo preceptuado en los artículos 9° de!
Código Penitenciario y Carcelario y 4° de la Ley 599 que prevén:

"Artículo 9°: La pena tiene /unción protectora y preventiva, pero su fin fundamentat es la
resociaUzación. Las medidas de seguridad persiguenfines de curación, tutelay rehabilitación.'
[Se destaca)

"Artículo 4^: La pena cumplirá ¡as funciones de prevención general, retribución justa,
prevención especiai^reinserción socialy protección al condenado.

La prevención especiaiylaremserción social operan en el momento déla ejecución déla pena
áe.phsión." (Se destaco)

Sobre este asunto toral, se trae a colación la reciente decisión de la Sala de Decisión de Tutelas
No. 1 de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en el radicado STP4236 del
30 de junio de 2020, M.P. Eugenio Fernández Carlier en donde se expuso:

"Respecto o la valoración de la conducta punible, la Corte Constitucional, en sentencia C-
757/14, teniendo como referencia la Sentencia C-194/2005, determinó, en primer lugar, cuál
es la función del juez de ejecución de penas y, de acuerdo a ésta, cuál es la valoración de la
conducta punible que debe realizar. Así lo indicó:

"[E]ljuicio que adelanta el Juez de Ejecución de Penas tiene una finalidad específica,
cual es la de establecer la necesidad de continuar con el tratamiento penitenciario a
partir del comportamiento carcelario del condenado. En este contexto, el estudia del
Juez de Ejecución no se hace desde la perspectiva de la responsabilidad penal del
condenado -resueltaya en la instancia coirespondiente, ante el juez de conocimiento-
sino desde la necesidad de cumplir una pena ya impuesta. En el mismo sentido, el
estudio ver^a sobre hechos distintos a los que fueron objeto de reproche en lo.sentencia
condenatoria, cuáles son los ocurridos con posterioridad a la misma, vinculados con el
comportamiento del sentenciado en reclusión.

[L}os jueces de ejecución de penas no realizarían una valoración ex novo de la
conducta punible. Por el contrario, el fundamento de su decisión en cada caso sería la
valoración de la conducta punible hecha previamente por el juez penal".
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Adícionalmente, al reconocer que la redacción del artículo 64 del Código Penal no establece
qué elementos de la conducta punible deben tener en cuenta losjueces de ejecución de penas,
ni establece los parámetros a seguir para asumir las valoraciones que de ello hicieron
previamente los jueces penates en la sentencia, señaló que:

"Las valoraciones de la conducta punible que hagan los jueces de ejecución de penasy
medidas de seguridad para decidir sobre lo libertad condicional de los condenados
debe tener en cuento todasias circunstancias, ehmentosy consideraciones hechaspor
el juez penal en ¡a sentencia condenatoria, sean éstas favorables o desfavorables al
otorgamiento de la libertad condicional". (Negrilla fuera del texto orlginalj

Posteriormente, en Sentencias C-233 de 2016, T-640/2017 y T-265/2017, el Tribunal
Constitucional determinó que, para facilitar la labor de los jueces de ejecución de penas ante
tan ambiguo panorama, estos deben tener en cuenta, siempre, que ¡a pena no ha sido pensada
únicamente para lograr que la sociedad y la victima castiguen al condenado y que con ello
vean sus derechos restituidos, sino que responde a ¡a finalidad constitucional de la
resocialización como garantía de la dignidad humana.

Bajo este respecto, esta Corporación ha considerado que no es procedente analizar la
concesión de la libertad condicional a partir solo de la valoración de la conducta
punible, en tanto la fase de ejecución de la pena debe ser examinadas por los jueces
ejecutores, en atención a que ese periodo debe guiarse por las ideas de resocialización
y reinserción social, lo que de contera debe ser analizado. Así se indicó'.

i) No puede tenerse como razón suficiente para negar la libertad condicional la alusión
a la lesividad de la conducta punible frente a los bienes jurídicos protegidos por el
Derecho Penal, pues ello solo es compatible con prohibiciones expresasfrente o ciertos delitos,
como .sucede con el artículo 68 A del Código Penal.

Bn este sentida, la valoración no puede hacerse, tampoco, con base en criterios morales
para determinar la gravedad del delito, pues la explicación de las distintas pautas que
informan las decisiones de losjueces no puede hollarse en tas diferentes visionesde los valores
morales, sino en tos principios constitucionales:

ti) La alusión al bien jurídico afectado es solo una de las facetas de la conducta punible, como
también lo son las circunstancias de mayor y de menor punibllidad, los agravantes y los
atenuantes, entre otras. Por lo que el juez de ejecución de penas debe valorar, por igual, todas
y cada una de éstas:

til) Contemplada la conducta punible en su Integridad, según lo declarado por el juez que
profiere ta sentencia cnndenatoria, éstees.'iolo uno délos distintosfactores que debe tener en
cuenta e/;i/cz de ejecuciónde penas para decidir sobre la libertad condicional, pues este dato
debe armonizarse con el comportamiento del procesado en prisión y los demás
elementos útiles que permitan analizarla necesidad de continuar con la ejecución de la
pena privativa de la libertad, como bien lo es, por ejemplo, la participación del
condenado en las actividades programadas en la estrategia de readaptación social en
el proceso de resocialización.

Por tanto, la sola alusión a una de lasfacetas de la conducta punible, esta es, en el caso
concreto, salo al bien ¡urídico, no puede tenerse, bajo ninguna circunstancia, como
motivación suficiente para negar la concesión del subrogado penal.

'Cfr.STP 1SS06-2019 rad. 107641 19nov 20)9.
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Esto, por supuesto, no significa que eijuez de ejecución de penas no pueda referirse a la
lesividad de la conducta punible para valorarla, sinoque nopuedequedarse allí. Debe, por el
contrario, realizar el análisis completo.

iv) El cumplimiento de esta carga motivacional también es importante para garantizar la
igualdad v la seguridad ¡un'dica. pues supnne la evaluación de cadasituación en detalle y
justifica, en cada caso, el tratamiento diferenciado al que pueda llegar eljuezdeejecución de
penas para cada condenado.

6. Por lo anterior y examinado el plenario. es evidente que ¡as autoridades accionadas
incurrieron en falencias al motivar sus decisiones, pues et j'undamento de la negativa o
concederla libertad condicionalpeticionadafue simplen^ente la valoraciónde la gravedad de
la conducta, sin sopesar los efectos de la pena hasta ese momento descontada, el
comportamiento del condenado y, en general, los aspectos relevantes para establecer la
función resocializadora del tratamientopenitenciario: loquecontraviene loestablecido en el
articulo 64 del Código Penal y el desarrollo que de esa norma kan realizado la Corte
Constitucionaly esta Corporación."

Ahora bien, tal cornose desprende del desarrollo jurisprudencial transcrito, es claro que el fin
fundamental de la pena además de su carácter preventivo, se traduce en la verdadera
resocialización o reinserción social del sentenciado, aserto que encuentra sustento en lo
establecido en el artículo 10 del Código Penitenciario y Carcelario;

"Artículo 10: El tratamiento penitenciario tiene la finalidad de alcanzar la
resocialización del infractor de la ley penal, mediante el examen de su personalidad y a
través de la disciplina, el trabajo, el estudio, a laformación espiritual, la cultura, eldepone la
recreación, bajo un espíritu humanoysalidorío."(Negrilla fuera de texto)

Frente a! alcance y contenido de! principio de resociatización de! condenado, el Máximo
Tribuna] Constitucional en sentencia C-328 de 2016 del 22 de junio de 2016: M.P. Gloria Stella
Ortiz Delgado, señaló;

'Losfines de la pena en el Código Penal colombiano y su trascendencia constitucional

í. Los artículos 3-y 4 - de la Ley 599 de 2000 (Código Penal) establecen los principios y las
funciones de la pena. De esta suerte, la Imposición de la pena o medida de seguridad deberá
responder a los principios de necesidad, proporcionalidad y razonabilidad. Sin embargo, el
principio de necesidad se entenderá en el marco de la prevención y conforme a las instituciones
que la desarrollan.

Por su parte, la pena cumple las funciones de: i) prevención general; ii) retribución justa: iii)
prevención especial; iv) reinserción social;y, v) protección al condenado.

2. La Corte ha analizado losfines constitucionales de la pena, con especial preferencia a los
objetivos de resocialización (función preventiva especial). En efecto, en sentencia C-261 de
1996^ expuso que la resocialización guarda una íntima relevancia con la dignidad humana y
el libre desarrolla de la personalidad, pues la reeducacióny la reinserción social del condenado
son el objetivo de los esfuerzos legales e institucionales del Estado.

Posteriormente en ¡a sentencia C-430 de 1996*, este Tribunal dijo que la pena en nuestro
sistemaJurídico tiene unfin preventiw, representado en el establecimiento legal de la sanción

' M.P.Alejandro Martínez Cabéltero
' M.P Carlos Gavina Díaz.
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penal, un fin retributivo que se manifiesta con ¡a imposición judicial de la pena y un fin
resocializador que orienta la ejecución de la misma, a partir de principios humanistas
contenidas en la Carta y en los tratados internacionales

En la sentencia C-144 de 1997^, la Corte manifestóque las penas tienen comofinalidad la
búsqueda dela resocialización delcondenado, dentrodelrespeto por.iuautonomíay dignidad,
puesto que el objeto del derecho penal en el Estado Social de Derecho no es excluir al
delincuente del pacto social sino buscar su reinserción.

Esta finalidad ha sido reconocida por esta Corporación en ¡a sentencia C-B06de 2002^, en la
que manifesLó que la pena debe pretender la resoclalizacián del condenado, dentro de la órbha
del respeto de su autonomía y dignidad, puesto que el objeto del derecho penal no es la
exclusióndel infractor, sino su reinserción ai pacto.

Laposiciónjurisprudencial descrita fue reiterada en la sentencia C-061 de2008', que analizó
la constitucionalidad de la norma que contemplaba lo pena denominada los muros de la
infamia".

Estos criterios también se han proyectado a fallos de tutela. En efecto, la Corte en la sentencia
T-267 de 2015^, expresó que se trata del objetivo más importante de la sanción penal, en
especial en sufase de ejecución, pues impide que se instrumentalice al individuoy garantiza
su proceso de resocialización con estricto apego al respeto por íu dignidad humana.

Recientemente en sentencia T-7Í8 de 2015% este Tribunal reiteró que, de acuerdo con la
legislación y la jurisprudencia vigentes, la educación es la base de la resocialización, puesto
que la figura de la redención de la pena es la materialización de lafunción resociaüzadora de
la sanción.

1. Sin embargo, esta Corporación ha podido establecer que las políticas de resocializacióny de
reintegración de las personas condenadas, presentan serios problemas, que se agravan de
manera profunda y que generan la vulneración sistemática y periódica de los derechos de los
internos que se encuentran en los establecimientos carcelarios, por lo que se ha declarado el
estado de cosas inconstitucional"'.

Conforme a lo expuesto, cobran mayor importancia aquellos mecanismos que permitan
alcanzar de manera más efectiva y eficaz los fines de resocialización, sin perder de vista la
necesaria humanización de la condena penal, pues los costos de los problemas penitenciarios
y carcelarios identificados son muy altos en materia de déficit de protección de los derechos
fundamentales. En efecto, esta Corporación manifestó en la sentencia T-388 de 2013" que:

i) Se evidencia uncosto sobre los derechos delsindicado, puesto que larestricción delaliberoid
de una persona, también puede afectar su salud, la integridad personal, sus capacidades de
educación, de recreación o de trabajo, además impacta fuertemente sobre su núcleo familiar
ysocialylosomete a la exposición de una subcultura carcelaria que puede ser nociva para sus
propios valores.

^ M.P,Alejandro Manínez Caballero.
' M.P. Clarainés VargasHernández.
' M.P. Nilson Pinilla Pinilla. Reiterada en sentencia C-370 de 2014M.P. JorgeIgnacio Pfeteit Chaijub, entreoirás.
'MP JorgeIgriacio Pretelt Chaijub.
' M.P. Jorge Iván Palacio Palacio.

Al respecto ver sentencia T-388 de 2013 M.P María Victoria Calle Correa y sentencia T-762 de 201S M.P C5loriaStella Ortiz
Delgado.
" M.P. María Victoria Calle Correa.
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iij Los costos desde el punto de vista económico se reflejan en relación con la entrada a un
sistema penitenciario y carcelario que descvnoce múltiples derechosy omite proteger otros
tantos, aunque parezcagraOiitoy aparentemente no implique unfuerte impacto en elgasto
en el corto plazo.Sin embargo, tal posición es contraria a la dignidad humana que garantiza
el ordenconstitucional vigente, además, loscostos tendrán queasumirse en elmediano o enel
largo plazo.

iií) Por último, segeneran costos para la legitimidad del Estado, pues la vulneración delos
derechos fundamentales generada por el sistema penitenciarlo y carcelario, desestima la
propia razón desuexistenciay minala confianza desusciudadanos.

2. Como resultado del anterior análisis,se puedeconcluirque lo pena implicauna reaccfóndel
Estado ante la infracción del ordenamiento jurídico, lo que en algunos casos es consecuencia
de la pretensión de reafirmación desufacultadpunitiva. Ahora para justificarlasfinalidades
de la pena, se encuentran diferentes teorías. De unu parte, las absolutasque tienden a la
retribucióny la prevencióny de otra, aquellas que se fundamentan en ¡a simbiosis de ambos
postulados.

ElCódigo Penal colombianole otorga a la pena funciones de prevencióngeneral, retribución
ju.sta, prevención especial, rein.'ierción socialy protección ai condenado. Por su parte, la Corte
ha estudiado el fenómeno de losfines de la pena y ha admitido que la resocialización es unfin
consticucionolmenie válido déla pena.

En la actualidad se tienen problemas en las políticas públicas de resocialización y
reintegración de los condenados a la sociedad civil, lo que ha generado la declaratoria, por
pone de este Tribunal, de un estado de cosas inconstitucional en materia de cárceles. Esta
situación genera la implementación y uso de mecanismos que alternen con la pena privativa
de la libertad y permitan alcanzar de manera más eficienteel objetivode resocialización con
la utilización de medidas que humanicen la sanción penal."

Bajo tales presupuestos se colige sin hesitación alguna, que al momento de analizar el sustituto
de la libertad condicional debe tenerse en cuenta las condiciones y circunstancias que han
rodeado el tratamiento penitenciario del reo, para asi establecer si ha alcanzado ei fin
resocializador que lleva implícita la pena, para determinar si está o no preparado para la vida
en libertad, siendo respetuoso de las normas que rigen la convivencia y el orden social.

La pena tiene una finalidad constitucional relevante en materia de resocialización del
condenado, por lo que el sistema carcelario y penitenciario tiene la obligación de alcanzar este
objetivo; por su parte, los sustitutos y subrogados penales son beneficios que aportan al
proceso de resocialización del interno, pues les permite la aplicación de penas alternativas o
sustitutivas a la prisión y, además, humanizan el proceso de ejecución de la condena.

Así las cosas, para la valoración de la conducta punible, es obligación del Juez ejecutor de la
pena efectuar un estudio enjundioso de los argumentos señalados por el ¡uez Fallador ai
momento de detei-minar la gravedad de la conducta, sopesándolos con el comportamiento bajo
el proceso penitenciario, para así establecer la no necesidad del cumplimiento de la pena de
manera intramural, permitiéndole ejecutar el restante de la sanción [periodo de prueba) bajo
el cumplimiento de algunas obligaciones en donde demostrará, que el tratamiento de
reinserción social efectuado en el Centro de Reclusión ha surtido efectos, y por lo tanto, no se
va a constituir en una fuente de riesgo criminal al momento de su libertad; o 2) que no se ha
cumplido con las funciones otorgadas a la pena, (reinserción social, retribución justa,
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prevención general y especial), y por lo tanto es necesario que el condenado continúe dentro
de un programa de tratamiento penitenciario de manera formaM?.

Descendiendo al caso en estudio, debe recordarse los hechos que dieron origen los procesos
acumulados, losque fueron relacionados por losJuzgados falladores así:

Rad. 2008-00121: "En lo que corresponde al concierto para delinquir agravado, se debe
indicar que para den^oscrar esta conducta, hasta establecer la existencia de un grupa plural
de personas, que convengan o acuerden cometer delitos indeterminados, pues esesolo hecho
ya atenta contra la seguridad pública,sin que sea necesarioexigir un resultado específico de
¡as conductas infringidas.

[•••I Delas interceptaciones se tiene que los acusados [...} FREDY ALFONSO NOVA ANDRADF.,
mantiene constante comunicaciones en torno a la consecucióny vento de estupefacientes"

Rad. 2008-82041: "El día 02 de octubre de 2008, aproximadamente a las 22:10 horas en
inmediaciones de la transversal 126 con calle 35, al noroccidente de esta capital, miembros de
la Policía Nacional que se encontraban realizando patruUaje por el referido sector, al
solicitarle una requisa preventiva a quien más adelante se identificaría con el nombre de
FREDY ALONSO NOVA ANDfiADE, le hallaron en poder, llevando consigo, dentro del calcetín
derecho dieciséis (16) papeletas empacadas en hojas de papel cuadriculado, contentivas o su
vez de sustancia pulverulenta con características asociadas al bazuco: al procederse o las
respectivas pruebas periciales de identíficación y pesaje, se estableció que la sustancia arrojó
resultado positivo para cocaína y sus derivados con un peso neto de dos punto ocho (2.8)
gramos"

Es un hecho incontrovertible que el sentenciado hacía parte de una organización criminal la
que contaba con características propias de una verdadera empresa como son la estabilidad y
permanencia, en la que su fin principal era el tráfico de estupefacientes en diferentes escenarios
delictivos, sobre este asunto en particular, en Sentencia C-334 de 2013, M.P, la Corte
Constitucional trajo a colación el concepto de delincuencia organizada contemplada en la
Convención de las Naciones Unidas, en donde expuso:

"Por el contrario, alineadas contra esas fuerzas consiruciivas. cada vez en mayor número y
con armas más potentes, se encuentran las fuerzas de lo que denominó la "sociedad incivil".Se
trata de terroristas, criminales, traficantes dedrogas, tratantes depersonii.'iy otrosgrupos que
desbaratan las buenas obras de lo sociedad civil. Sacan ventaja de ¡as fronteras abiertas, de
los mercados libres y de los avances tecnológicos que tantos beneficios acarrean a la
humanidad. Esos grupos prosperan en los países con instituciones débiles y na tienen
escrúpulos en recurrirá la intimidación o a la violencia. Su crueldad es la verdadera antítesis
de lo que consideramos civil. Son poderosos y representan intereses arraigados y el peso de
una empresa mundial de miles de millones de dólares; pero no son invencibles".

Conductas como la ejecutada por el señor NOVA ANDRADEdemandan una posición estricta y
rigurosa por parte de la administración de justicia, todo ello dentro de una adecuada política
criminal; máxime cuando el tráfico de estupefacientes es considerado en todo el mundo como
uno del mayor flagelo de la humanidad, generando en el Estado costos muy altos en toda su
estructura, ocasionando graves consecuencias en e! orden político, económico y social.

No puede obviarse como la sociedad es atacada, generando violencia y descomposición,
viéndose menoscabada incluso la economía del País, pues con d tráfico de estupefacientes se

" SentenciaC - 194de 2005 • MP. MarcoGerardo MonioyCabra
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